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El derecho a la seguridad jurídica en las ordenanzas municipales para gestio-

nar los servicios de prevención, protección, socorro y extinción de incendios: 

GAD Centinela del Cóndor, El Pangui y Saraguro 
 

Resumen 

El nuevo modelo de descentralización plasmado en la Constitución de Montecristi estableció que la 

transferencia de las competencias exclusivas de los Gobiernos Autónomos Descentralizados será 

obligatoria y definitiva. La asunción de la competencia de servicios de prevención, protección, so-

corro y extinción de incendios generada con el proceso de descentralización llevado a cabo a partir 

del 2015 fue conflictiva. La discusión se centró en la posible violación del derecho a la seguridad 

jurídica en la asunción de la citada competencia por parte de los municipios objeto de estudio, al 

haber inobservado las normas jurídicas preexistentes que regulaban el funcionamiento de los cuer-

pos bomberiles; dado que estos —de acuerdo con el proceso de descentralización—  deberían pasar 

a ser considerados como entidades adscritas a los GAD municipales. En este marco, el objeto de 

esta investigación se circunscribe al análisis jurídico del proceso de asunción de la competencia 

instituido en las ordenanzas de los Municipios de Centinela del Cóndor, El Pangui y Saraguro, con 

el fin de determinar una posible vulneración del derecho a la seguridad jurídica reconocido expre-

samente en la Constitución. 

 

Palabras claves 

Seguridad jurídica, ordenanzas municipales, principio de legalidad, autonomía legislativa, compe-

tencia exclusiva, descentralización. 

 

Abstract 

The new decentralization model embodied in the 2008 Constitution established that the transfer of 

exclusive competences exclusive rights of the Decentralized Autonomous Governments will be 

mandatory and definitive. The assumption of the competence of prevention, protection, relief and 

firefighting services generated with the decentralization process carried out since 2015 was conflict-

ing. The discussion focused on the possible violation of the right to legal security in the assumption 

of the mentioned competence by the municipalities under study, having ignored the pre-existing 

legal norms that regulated the operation of the fire brigade; the fact that these —in accordance with 

the decentralization process— should be considered as entities attached to municipal GADS. In this 
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framework, the object of this investigation is limited to the legal analysis of the process of assump-

tion of competence embodied in the ordinances of the Municipalities of Centinela del Cóndor, El 

Pangui and Saraguro, in order to determine a possible violation of the right to legal security ex-

pressly recognized in the Constitution. 

 

Keywords: Legal security, municipal ordinances, legality principle, exclusive competence, decen-

tralization 
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Introducción  

El presente artículo pretende dar cuenta de las problemáticas que se han identificado en el proceso 

de descentralización de la competencia de prevención, protección, socorro y extinción de incendios. 

Estas competencias históricamente —si bien con ciertas variantes en cuestiones administrativas— 

han estado a cargo de los cuerpos de bomberos, y se encontraban amparadas bajo la Ley de Régi-

men Municipal (1971) y la Ley de Defensa Contra Incendios (1979). Por su parte, el proceso de 

descentralización de carácter competencial, obligatorio y progresivo, de acuerdo con los mandatos 

establecidos en la Constitución vigente (2008) y de manera más precisa en el Código Orgánico de 

Organización Territorial, Autonomía y Descentralización (2010), estableció que la competencia 

referida sea exclusiva de los Gobiernos Autónomos Descentralizados municipales. 

Si bien las problemáticas en este proceso de descentralización se han manifestado en todo el territo-

rio, se han seleccionado como objeto de estudio a los GAD municipales de Cóndor, El Pangui y 

Saraguro, los dos primeros ubicados en la provincia de Zamora Chinchipe y el último en Loja, al 

sur del país. 

El conflicto que en un inicio presentaba un carácter jurídico ha devenido en nuevos conflictos de 

carácter político y eventualmente sociales, toda vez que, de no resolverse oportunamente la admi-

nistración de la mencionada competencia, se pueden ver vulnerados derechos fundamentales de la 

población que reside en la zona. 

El objetivo que ha guiado la presente investigación es analizar desde una perspectiva jurídica si las 

ordenanzas municipales expedidas por los GAD municipales de Centinela del Cóndor, El Pangui y 

Saraguro para asumir el ejercicio de la competencia de gestionar los servicios de prevención, pro-

tección, socorro y extinción de incendios vulneraron el derecho a la seguridad jurídica; en su articu-

lación con los principios de autonomía y descentralización 

El contenido del artículo se estructura, en primer lugar, en torno a analizar el proceso sociojurídico 

de la asunción de la competencia para gestionar los servicios de prevención, protección, socorro y 

extinción de incendios; en esta primera sección se hace un recorrido histórico del rol y funciones de 

los municipios en la época republicana. En segundo lugar, se identifican una serie de dificultades de 

articulación normativa y el principio de seguridad jurídica en las ordenanzas de los GAD municipa-

les de Centinela del Cóndor, El Pangui y Saraguro en el proceso de asunción de la competencia 

descentralizada. En el tercer apartado, se realiza un análisis de la afectación a la seguridad jurídica 

según el modelo de gestión asumido por los GAD municipales de Centinela del Cóndor, El Pangui 

y Saraguro; para finalmente presentar las conclusiones del estudio. 
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La investigación realizada responde a un método de carácter cualitativo, que a decir de Hernández 

Sampieri (2014) también se conoce como investigación naturalista, fenomenológica, interpretativa o 

etnográfica y se caracteriza por pertenecer a una serie de ―estudios que pueden desarrollar preguntas 

e hipótesis antes, durante o después de la recolección y el análisis de los datos‖ (pág. 7). El enfoque 

o aproximación cualitativa se caracteriza porque el investigador comienza su estudio examinando 

los hechos en sí y en el proceso desarrolla una teoría coherente para representar lo que observa (Es-

terberg, 2002 citado en Hernández Sampieri, 2014: 8). Por otra parte, el presente estudio se basa en 

una lógica inductiva, es decir que, luego de realizar una exploración y descripción de la información 

recabada se ha hecho posible el establecimiento de perspectivas teóricas que nos han aproximado a 

las conclusiones que se exponen en el presente artículo.  

En cuanto a las técnicas de investigación que se han utilizado, desde el enfoque cualitativo, se ha 

recurrido a herramientas de recolección de datos no estandarizados, como la realización de entrevis-

tas semiestructuradas tanto a las máximas autoridades de los GAD municipales de Centinela del 

Cóndor, El Pangui y Saraguro y a los jefes de los cuerpos de bomberos de las mismas localidades, 

los principales aportes se recogen en el desarrollo del artículo. Por otra parte, dado que es trata de 

un planteamiento de estudio jurídico, se ha realizado una revisión documental de fuentes de infor-

mación primaria, así como de una serie de cuerpos legales nacionales en su desarrollo histórico. 

En Ecuador existen 221 Gobiernos Autónomos Descentralizados (GAD) municipales, los cuales 

con la Constitución de Montecristi (2008, art. 260), tienen definidos con claridad su régimen de 

competencias exclusivas, marcando jurídicamente el ámbito de cómo se regirán los mismo en el 

país. La entrada en vigencia del Código Orgánico de Organización Territorial Autonomía y Descen-

tralización (Cootad) en el año 2010, desarrolla cómo estos ejercerán sus competencias exclusivas.  

Para tal efecto, los GAD, en ejercicio de su autonomía administrativa y legislativa dada en la Cons-

titución y la ley (Const. 2008; Cootad, 2010), deben emitir sus normas locales —ordenanzas—, para 

asumir y poder ejercer sus competencias exclusivas a través de sus facultades de rectoría, planifica-

ción, regulación, gestión y control local que devengan para el ejercicio efectivo de sus competencias 

exclusivas. El proceso de asunción de la competencia de prevención, protección, socorro y extin-

ción de incendios fue realmente conflictivo, como se verá en el desarrollo del artículo.  

En la relación con la competencia citada, históricamente el surgimiento de los cuerpos de bomberos 

en el hemisferio occidental aparece durante el siglo XIX, en relación con la capitalización de la 

economía que incidió de manera directa en la urbanización de las ciudades en los países hispanos. 

Este fenómeno generó el aumento de riesgos de incendios y emergencias. También los bienes in-

muebles adquirieron un valor económico representativo, lo que conllevó a que racionalmente nacie-
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ra la necesidad de cuidarlos y protegerlos. Por ejemplo, los cuerpos de bomberos en España, a mitad 

del siglo XIX, ya estaban constituidos como parte del municipio, es decir, era el municipio a través 

de los bomberos el que prestaba el servicio (Mestre, 2009: 14). Un modelo que progresivamente 

pasará a América Latina, y también al Ecuador.   

Teóricamente se han identificado dos áreas problemáticas al abordar la autonomía municipal en 

general, y también respecto a la gestión de los servicios de prevención, protección, socorro y extin-

ción de incendios. La primera es la dificultad propia en las acepciones de la categoría ―autonomía‖, 

y, en segundo lugar, la determinación de si el alcance debe ser entendido como absoluto o relativo 

(Hernández, 2014: 93).  

Si abordamos el proceso de construcción del Estado ecuatoriano en términos de fases, es posible 

señalar que en una primera etapa (entre los años 1830 - 1845) las tendencias unitaria y centralista 

fueron las privilegiadas a la hora de definir el tipo de Estado y el modo de su administración. Es en 

este contexto, en que se consolida la división en provincias (eliminando los departamentos), canto-

nes y parroquias, de manera que no solo se establece el modo de direccionamiento político del Es-

tado, sino que se instituye una forma de ejercicio del poder desde lo local, si bien dependiente de la 

administración central (Ayala Mora, 1991:71; Larrea, 2011:94). En este período, la Constitución de 

1843 elimina los municipios, creando en su lugar un consejo de ciudadanos, que sería nombrado por 

el ejecutivo con la encomienda de apoyar a los gobernadores, como máximas autoridades de las 

provincias (Ramón, 2004, citado en Larrea, 2011:94). De acuerdo con algunos autores, la abolición 

de los municipios fue mal vista, al punto de ser una de las causales de la Revolución Marcista en 

1845 (Maiguashca, 1994, citado en De La Torre, 2013:59) 

En un segundo período (1845 - 1861) se revierte esta tendencia y frente a un fortalecimiento de las 

corrientes federalistas, en la Constitución de 1861, a los niveles provinciales, cantonales y parro-

quiales se les otorga ciertas facultades para autogobernarse, así como para expedir acuerdos y orde-

nanzas, y se crean los municipios (Ramón, 2004, citado en Larrea, 2011:94; De La Torre, 2013: 61). 

En un tercer período (1861 - 1875), bajo el régimen de Gabriel García Moreno, retornan las tenden-

cias centralistas. De modo que, nuevamente, se restringe el margen de acción de los municipios al 

establecer que las resoluciones emitidas sean aprobadas por los gobernadores; y, por otra parte, al 

instituir a los jefes políticos como máxima autoridad a nivel cantonal y representantes del poder 

central (Ramón, 2004, citado en Larrea, 2011:95). Con la vigencia de la Constitución de 1869, co-

nocida como la Carta Negra, se suprimieron los municipios a nivel provincial y parroquial y queda-

ron únicamente los cantonales (De La Torre, 2013:60) 
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Los conflictos entre el poder central y los poderes locales continuarían más allá del siglo XIX, no 

obstante, el medio para promover la unidad nacional será ya no la vía normativa sino la articulación 

en torno a proyectos nacionales, como el boom cacaotero (Larrea, 2011:95). Es en el año 1906, con 

la entrada en vigencia de la Constitución liberal, cuando se establece la sujeción del municipio al 

Estado central, dándole la capacidad a este para regular, en parte, la vida interna municipal, mar-

cando así un precedente. Antes de 1906 los municipios eran totalmente autónomos y ejercían sus 

funciones históricas, en su mayoría de prestación de servicios de agua a través de las juntas de re-

gantes, cuidado del orden público, administración de los mercados. Si bien es cierto, expresamente 

no se encuentra la competencia de servicios de prevención de incendios, que es parte del objeto de 

la problemática de investigación, sin embargo, esta competencia va en la línea de servicios históri-

cos y cercanos al pueblo gestionados desde los municipios (Ayala Mora, 1991: 75-80). 

Más adelante, las atribuciones propias de los gobiernos municipales fueron ratificadas mediante las 

Cartas Magnas que entraron en vigencia, siempre bajo el resguardo del principio de jerarquía nor-

mativa, estableciendo así: autonomía en el ejercicio sus funciones (Constitución de 1945); autono-

mía e independencia en el ejercicio de sus funciones (Constitución de 1946); autonomía funcional y 

económica para el ejercicio de sus fines (Constitución de 1967); autonomía funcional, económica y 

administrativa (Constitución de 1978). En 1998, en un contexto de vigencia de corrientes neolibera-

les y ante la búsqueda de un debilitamiento del Estado, los concejos municipales asumen competen-

cias adicionales a las reconocidas de manera históricas. 

Por su parte, la Constitución vigente (2008) establece un modelo de administración descentralizado, 

según el cual: 

Art. 238.- Los gobiernos autónomos descentralizados gozarán de autonomía política, administrativa 

y financiera, y se regirán por los principios de solidaridad, subsidiariedad, equidad interterritorial, in-

tegración y participación ciudadana (…) Constituyen gobiernos autónomos descentralizados las jun-

tas parroquiales rurales, los concejos municipales, los concejos metropolitanos, los consejos provin-

ciales y los consejos regionales.  

Y, por otra parte, define: 

Art. 239.- El régimen de gobiernos autónomos descentralizados se regirá por la ley correspondiente, 

que establecerá un sistema nacional de competencias de carácter obligatorio y progresivo y definirá 

las políticas y mecanismos para compensar los desequilibrios territoriales en el proceso de desarrollo.  

 

En este contexto histórico-jurídico del conflicto entre modelos de producción normativa, en los que 

se enfrentan los esquemas de distribución y gestión de las competencias locales (en este caso, muni-

cipales), respecto al servicio de protección frente a incendios, se configura un nuevo modo de en-

tender la seguridad jurídica establecida en la Constitución que define, a su vez, un Estado de dere-
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chos y justicia, como la Constitución ecuatoriana de 2008. En opinión de Pigozzi (2012), el debate 

se ha planteado bajo las siguientes preguntas: ―¿[s]seguridad jurídica para la ley?, o ¿seguridad para 

la aplicación de los principios?, ¿para los derechos y la justicias?, o ¿para un modelo jurídico de-

terminado?, ¿para cuál ley, cuáles principio, cuáles derechos cuál justicia y cuál modelo?‖ (pág. 

230)
1
. 

Dicho esto, es imprescindible considerar los siguientes aspectos para entender el conflicto vigente 

en el Ecuador en la asunción y gestión de la competencia del servicio de bomberos por parte de los 

GAD: a) los modelos históricos de asunción de gestión de las competencias para la prestación de los 

servicios a la comunidad local; b) los modelos históricos de relación en la producción normativa del 

municipio (ordenanzas) con el Estado ecuatoriano; y, c) los conflictos, desafíos y articulaciones de 

estas prácticas de gestión y producción normativa con la seguridad jurídica estatal. 

 

1. El proceso sociojurídico en la asunción de la competencia para gestionar los servicios de 

prevención, protección, socorro y extinción de incendios por parte de los Gobiernos Autó-

nomos Descentralizados de Centinela del Cóndor, El Pangui y Saraguro (sus posibles difi-

cultades y conflictos) 

 

El encuadre administrativo de los cuerpos de bomberos en Ecuador se realizaba en el marco de lo 

que determinaba la Ley de Defensa Contra Incendios (1979). Sin embargo, más allá de lo que esta-

blecía la norma, las instituciones se han manejado siempre de forma independiente con autonomía 

financiera, presupuestaria y operativa, bajo un proceso de autorregulación. De tal forma que, desde 

esa fecha hasta la actualidad, el representante legal es el jefe de cuerpos de bomberos; los recursos 

económicos llegaban directamente a la cuenta de los cuerpos de bomberos; el control del personal y 

manejo del mismo a nivel administrativo se generaba al interno de la institución; así como el pago 

de todos los bienes y servicios que se requerían por parte de los cuerpos de bomberos. Estos mane-

jaban autónomamente su planificación operativa anual, planes anuales de contracción o definiciones 

de personal. No existía interferencia alguna por parte del gobierno central a quien estaban adscritos. 

En este contexto, la problemática objeto de investigación es indagar de qué forma las ordenanzas 

municipales de los Gobiernos Autónomos Descentralizados del sur del país: Centinela del Cóndor, 

El Pangui y Saraguro, expedidas para el ejercicio de la competencia exclusiva descentralizada de 

gestión de los servicios de prevención, protección, socorro y extinción de incendios, vulneran o 

                                                           
1
 Para los debates teóricos en torno al concepto de seguridad jurídica recomendamos remitirse a Vigo, 1998; 

Sagüés, 1997; y, López Oliva, 2011; estudios que también han servido de base para la elaboración del presen-

te artículo. 
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contribuyen a materializan el derecho a la seguridad jurídica en el marco de la Constitución de 

2008.  

La Constitución vigente en la parte pertinente señala que los GAD municipales tendrán entre sus 

competencias exclusivas la de ―Gestionar los servicios de prevención, protección, socorro y extin-

ción de incendios‖ (art. 264). Asimismo, el Código Orgánico de Organización Territorial, Autono-

mía y Descentralización, en el artículo 140, de forma general, determina cómo se ejercerán estas 

competencias, visualizando un modelo de gestión adscrito de los cuerpos de bomberos a los GAD 

municipales con autonomía  

El conflicto en los GAD, objeto del presente estudio, aumentó durante la regulación de la compe-

tencia, llevada a cabo por el Consejo Nacional de Competencias (CNC) en el año 2014, con su mo-

delo de descentralización. Todo ello basado en un proceso obligatorio, progresivo y por niveles de 

gobierno, y que se encuentra instituido en la Constitución vigente. Los municipios se ven obligados 

por la norma a asumir la competencia en mención. Sin embargo, la práctica del encuadre jurídico 

normativo ha resultado confusa y conflictiva. 

Los GAD municipales, ante la necesidad emergente de cumplir con el mandato de asumir la compe-

tencia, se encuentran con la obligación de implementar el modelo de gestión descentralizado según 

la Resolución Nro. 0010-CNC-2014, emitida por el Consejo Nacional de Competencias, y que ads-

cribe al GAD municipal la institución Cuerpos de Bomberos, con su personal, bienes y presupuesto, 

entre otros. Sin embargo, al tiempo, los cuerpos de bomberos deben seguir funcionando como lo 

venían haciendo, observando un marco jurídico preconstitucional de 1979.  

En el Ecuador, cincuenta y dos cuerpos de bomberos estaban municipalizados antes del proceso de 

descentralización. Los municipios de El Pan, Logroño, Huamboya, Pablo Sexto, Taisha, Tiwintza, 

Chinchipe y Yacuambi no contaban con cuerpos de bomberos en sus respectivos cantones. Los 

cuerpos de bomberos de los cantones restantes se encontraban adscritos al gobierno central, a través 

de la Secretaria de Gestión de Riesgos, a pesar de que en la derogada Ley de Régimen Municipal 

(1971) ya establecía que esta competencia correspondía a la administración municipal, como se 

señala a continuación: 

Establecer los demás servicios públicos locales a cargo de la municipalidad y en especial los de aseo 

público, recolección y tratamiento de basuras, residuos y desperdicios, mataderos, plazas de merca-

do, cementerios, servicios funerarios, y organizar el servicio contra incendios donde no estuviere a 

cargo de instituciones especializadas (art. 148., g).  

A la Dirección de Servicios Públicos de los municipios le correspondía: ―(…) la prestación y admi-

nistración de servicios de agua potable y alcantarillado, de bomberos, de mataderos, de plazas de 

mercado y de cementerios‖ (art. 164).  
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En el año 2015, cuando se regula esta competencia, mediante la Resolución Nro. 0010-CNC-2014  

(2014), del CNC, los cuerpos de bomberos aún no municipalizados de todos los cantones pasan a 

ser entidades adscritas al nivel de gobierno municipal sin excepción, conforme lo establecido por el 

Cootad en el citado artículo 140.   

Si bien todo cambio genera resistencia, en el caso de esta competencia el conflicto generado y la 

resistencia han sido especialmente fuertes. Producto de ello, a la presente fecha, es decir, a tres años 

de haber descentralizado la misma, el 78% de municipios han emitido ordenanzas municipales en la 

materia, de las cuales, aproximadamente 37 de ellas están demandadas por su inconstitucionalidad 

ante la Corte Constitucional de Ecuador. El 7% de GAD municipales están en proceso de aproba-

ción de sus ordenanzas, el 4% en proceso de elaboración y un 11% no disponen de ordenanza algu-

na (CNC, 2016, pág. 1).  

En la actualidad, tan solo el 47% de GAD municipales gestiona la competencia con la concepción 

de que los cuerpos de bomberos son administrativamente entidades adscritas. Asumieron la compe-

tencia vinculando a los cuerpos de bomberos bajo la figura de unidad, departamento, dirección, e 

incluso coordinación, al interno del estatuto orgánico funcional del municipio. Mientras que un 6% 

de municipios transformaron a la entidad del cuerpo de bomberos en una empresa pública (CNC, 

2016, pág. 2). 

La resistencia al proceso de descentralización en el caso de los cuerpos de bomberos fue complica-

da. Como hemos indicado, 37 demandas de inconstitucionalidad de ordenanzas municipales han 

sido planteadas ante la Corte Constitucional del Ecuador. El común denominador de estas acciones 

es que quienes interpusieron las demandas ante la Corte son en todos sus casos los jefes de los cuer-

pos de bomberos.  

El sentir de los representantes de los cuerpos de bomberos de los Gobiernos Autónomos Descentra-

lizados del Centinela del Cóndor, El Pangui y Saraguro es que el proceso de descentralización y la 

asunción de la competencia por parte de los municipios se han llevado a cabo sin ninguna conside-

ración a su institución y a la labor que ejecutan. El proceso se ha realizado de modo impositivo, no 

se han sentido ser parte del mismo. En el caso específico de la asunción de la competencia por parte 

de los municipios, las respetivas ordenanzas se expidieron en el irrespeto de la normativa legal que 

rige la materia
2
.  

                                                           
2
 La información que se presenta en este párrafo tiene como fuente las entrevistas realizadas a los Alcaldes de 

los GAD de Centinela de El Cóndor y Saraguro. Como anexo al presente documento se presenta la guía para 

la realización de entrevistas, mientras que toda la información recabada –por razones de confidencialidad– 

permanecen con la autora. 
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El conflicto ha generado resistencias por ambas partes. Los bomberos se han opuesto en un inicio a 

pertenecer a los municipios. Los municipios, por su parte, se han opuesto a dejar de cumplir con la 

resolución que les asigna la competencia y dejar de asumir su obligación constitucional.  Esta situa-

ción ha desembocado, en territorios pequeños como sucede en los municipios objeto de análisis, en 

enfrentamientos verbales, algunos recogidos en medios de comunicación local, e incluso en denun-

cias a nivel administrativo y penal en contra del alcalde, por vulneración de los derechos laborales, 

salarios no pagados oportunamente, etc. El conflicto ha suscitado incertidumbre en la ciudadanía. El 

tema se ha vuelto más conflictivo cuando el jefe del cuerpo de bomberos es también un actor políti-

co en el cantón.  

Es importante señalar que el conflicto mencionado, en términos jurídico-políticos, dado que se 

cuestiona el principio de autogobierno de los GAD municipales, puede decantarse fácilmente en una 

problemática social. Esto debido a que podría resultar en constantes enfrentamientos que impidan 

una ágil y oportuna prestación del servicio por parte de los cuerpos de bomberos. Con ello, los ciu-

dadanos podrían verse afectados en el ejercicio de varios derechos reconocidos en la Constitución 

vigente, entre ellos: el derecho a una vida digna (art. 66, 2), el derecho a la integridad personal (art. 

66, 3), el derecho a vivir en un ambiente sano, ecológicamente equilibrado, libre de contaminación 

y en armonía con la naturaleza (art. 66, 27). Asimismo, pueden quedar comprometidos los derechos 

reconocidos a la naturaleza (art. 71 - 73). 

Dicho esto, es posible evidenciar que, en el marco del proceso de asunción de la competencia para 

gestionar los servicios de prevención, protección, socorro y extinción de incendios por parte de los 

Gobiernos Autónomos Descentralizados de Centinela del Cóndor, El Pangui y Saraguro, se pueden 

categorizar los siguientes tipos de conflicto: administrativos y financieros, presupuestarios, técnico- 

operativos. 

A continuación, se realizará una sucinta contextualización de cada uno de los GAD en estudio, pre-

vio al análisis de la articulación del derecho a la seguridad jurídica con las ordenanzas emitidas en 

cada uno de ellos. 

Contextualización político-administrativa de los GAD de Centinela del Cóndor, El Pangui 

y Saraguro 

 

El Cantón Centinela del Cóndor fue creado en 1995, mediante la Ley número 81 publicada en el 

Registro Oficial Nro. 658, de 21 de marzo del mismo año (Congreso Nacional del Ecuador, 1995). 

Su vida jurídica como cantón inicia con la gestión y prestación de servicios de su competencia co-
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mo agua potable y alcantarillados y aseo público. Sin embargo, no se prestaba el servicio de bombe-

ros.  

La institución del cuerpo de bomberos de este cantón fue creada por el Gobierno Central a través 

del entonces Ministerio de Bienestar Social, mediante Acuerdo Ministerial Nro. 2157, de fecha 14 

de febrero de 2001, como ente adscrito a este nivel de gobierno. Fecha desde la cual la gestión del 

servicio de prevención, protección, socorro y extinción de incendios estaba bajo responsabilidad del 

nivel de gobierno central.  

El marco jurídico vigente en el año 1995, año de nacimiento jurídico del Municipio Centinela del 

Cóndor, —también vigente en la fecha de creación del cuerpo de bomberos—, ya establecía que los 

municipios estaban a cargo de los servicios públicos, que comprenden el abastecimiento de agua, 

alcantarillado, energía eléctrica, alumbrado y aseo público, bomberos, mataderos, plazas de merca-

do, cementerios y otros que pueden calificarse como tales (Derogada Ley Orgánica de Régimen 

Municipal, 1971, art. 97).  

Por su parte, el Cantón El Pangui fue creado en 1991 mediante la Ley número 116 publicada en el 

Registro Oficial Nro. 622, de 14 de febrero del mismo año; en que se instituye como parte de la 

organización política de Ecuador, perteneciente a la provincia de Zamora Chinchipe. Su vida jurídi-

ca como cantón inicia con la gestión y prestación de servicios de su competencia como agua pota-

ble, alcantarillados y aseo público; de la misma forma que el cantón antes descrito. Sin embargo, no 

se prestaba el servicio de bomberos.  

La institución del cuerpo de bomberos de este cantón fue creada por el Gobierno Central a través 

del entonces Ministerio de Bienestar Social mediante Acuerdo Ministerial Nro. 2161, de fecha 14 

de febrero de 2004, como ente adscrito a este nivel de gobierno. Desde esa fecha la gestión del ser-

vicio de prevención, protección, socorro y extinción de incendios se encuentra bajo la responsabili-

dad del nivel central.  

El Cantón El Saraguro fue creado en 1822 y se instituye como parte de la organización política de 

Ecuador, perteneciente a la provincia de Loja, a diferencia de los otros dos cantones que se encuen-

tran ubicados en la provincia de Zamora Chinchipe. Su vida jurídica como cantón inicia con la ges-

tión y prestación de servicios de su competencia como agua potable y alcantarillados, aseo público 

de la misma forma que el cantón antes descrito. Sin embargo, no se prestaba el servicio de bombe-

ros al igual que los otros municipios, objeto de estudio.  

La institución cuerpo de bomberos de este cantón fue creada por el Gobierno Central a través del 

entonces Ministerio de Bienestar Social el 8 de febrero de 2001 mediante Acuerdo Ministerial Nro. 
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2133, como ente adscrito a este nivel de gobierno. Fecha desde la cual la prestación del servicio se 

encontraba bajo la responsabilidad del nivel de gobierno central, como en los dos casos anteriores. 

Sin embargo, fue el municipio el que solicitó al gobierno central e impulsó la creación del cuerpo de 

bomberos.  

En los tres casos, el cuerpo normativo vigente desde el año 2001 al 2004, años de creación de los 

tres cuerpos de bomberos, establecía que los municipios estaban a cargo de los servicios públicos, 

que comprenden el abastecimiento de agua, alcantarillado, energía eléctrica, alumbrado y aseo pú-

blico, bomberos, mataderos, plazas de mercado, cementerios y otros que pueden calificarse como 

tales (derogada Ley Orgánica de Régimen Municipal, 1971, art. 97).  

El servicio siempre estuvo bajo la gestión de los municipios. Lo que ocurrió en estos cantones, co-

mo sucedió en la mayoría de los municipios del país y con otras competencias, fue que los munici-

pios de hecho no asumían la prestación del servicio de bomberos. Ante la necesidad social, fue el 

gobierno central quien, en atención al sistema descentralizado de gestión de riesgos, reconoce y 

adscribe a los cuerpos de bomberos de Centinela del Cóndor, El Pangui y Saraguro, en el marco del 

modelo de descentralización facultativo que establecía la Constitución de 1998. En este tiempo 

bastaba la voluntad política del gobierno central de turno con la afinidad política del gobierno local 

para descentralizar cualquier competencia con recursos y preasignaciones, como veremos más ade-

lante. Este modelo de descentración fue el que propició el no cumplimiento del ejercicio de varias 

funciones que les correspondía a los municipios (CNC, Senplades, 2012, págs. 51- 57). 

 

Contextualización actual del proceso de descentralización y el principio de seguridad 

jurídica 
 

En un contexto ideológico que se definió como postneoliberal o neodesarrollista (Bastidas, 2017, 

pág. 83), la Constitución de Montecristi respondió a otra lógica política: se propugnaba un modelo 

de Estado fuerte, planificador, cercano a la ciudadanía, garantista de derechos, como bien se define 

en el artículo primero: ―El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, demo-

crático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en forma 

de república y se gobierna de manera descentralizada‖. Se considera como uno de los deberes pri-

mordiales del Estado ―Promover el desarrollo equitativo y solidario de todo el territorio, mediante el 

fortalecimiento del proceso de autonomías y descentralización‖ (art. 3). En este marco, la descentra-

lización —entendida comúnmente como un proceso de distribución vertical del poder del centro a la 

periferia (Ortiz Crespo S. , 2017)—  figura como un medio para conseguir el desarrollo equitativo 
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en el territorio nacional que se llevara a la práctica mediante cambios normativos e institucionales 

(Molina, 2015, pág. 23) y un enorme desafió para los gobiernos autónomos descentralizados (Ver-

gara, 2011; Batallas, 2013). 

En cumplimiento con el mandato constitucional, el Código Orgánico de Organización Territorial, 

Autonomía y Descentralización es la primera norma que institucionaliza un sistema en el que se 

definen y ordenan las competencias de cada nivel de gobierno. En cuanto a la institucionalidad, 

mediante Decreto Ejecutivo No. 103 (2007), el CONAM pasó a ser parte de la Secretaría Nacional 

de Planificación y Desarrollo, institución creada en 2004 mediante el Decreto Ejecutivo No. 1372 

(2004), y que desde 2008 lidera y coordina el Sistema Nacional de Planificación (2008).  

Respecto a la seguridad jurídica, la Corte Nacional (Gaceta Judicial, 2012) determinó que los actos 

creadores de normas generales —que comprende a las ordenanzas municipales— pueden atentar 

directamente la seguridad jurídica por establecer reglas de alcance general de cuya aplicación resul-

te incertidumbre jurídica, y en este contexto define a la seguridad jurídica como:  

―(…) conjunto de condiciones necesarias para anticipar las consecuencias jurídicas de la conducta 

personal y de la de terceros; que propuesto como principio constitucional, significa que el orden jurí-

dico proscribe cualquier práctica en el ejercicio del poder que conduzca a la incertidumbre, es decir, 

a la imposibilidad de anticipar o predecir las consecuencias jurídicas de la conducta; que no se trata 

de una regla susceptible de invocarse para valorar los actos de poder creadores de normas particula-

res, si son el resultado de facultades regladas‖.  

 
En efecto, si tales actos se apartan de lo ya establecido en la ley, se presentará un problema de lega-

lidad del acto en sí, sin que pueda decirse que está en juego la garantía constitucional de la seguri-

dad jurídica la misma que si bien no se encuentra consagrada directamente en un artículo constitu-

cional, esta fue tratada respecto de los preceptos (el artículo 23 y 24 de la Constitución); debido a 

que el conjunto de condiciones que la configuran no ha sido alterado. Distinto es el caso de los ac-

tos creadores de normas generales: las leyes, las ordenanzas, los reglamentos, pueden atentar direc-

tamente contra la seguridad jurídica en cuanto establezcan reglas de alcance general, de cuya apli-

cación se genere la incertidumbre jurídica, lo que ocurre, por ejemplo, con las leyes retroactivas. 

 

2. Las dificultades de articulación normativa y el principio de seguridad jurídica en las or-

denanzas de los GAD municipales de Centinela del Cóndor, El Pangui y Saraguro, en el 

proceso de asunción de la competencia descentralizada en el año 2014 

 

Para identificar las incongruencias normativas y responder a la pregunta de investigación es impres-

cindible realizar el análisis del conflicto en la vigencia de las normas jurídicas que regularon y regu-
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lan el servicio de prevención de incendios. Ello con el objetivo de evidenciar si estas han afectado 

de forma directa el derecho a la seguridad jurídica y la consolidación del proceso de descentraliza-

ción; si han limitado el ejercicio efectivo de las competencias, así como la afectación de otros dere-

chos.  

La Ley de Defensa Contra Incendios —que es la ley que regula la competencia de los bomberos—, 

como hemos indicado, estableció que el servicio de defensa contra incendios estará a cargo del nivel 

de gobierno central, el Ministerio de Trabajo y Bienestar Social, a través de los cuerpos de bombe-

ros, como entidades adscritas a ese nivel de gobierno. Así también, dicha norma ya establecía que el 

jefe de cuerpo de bomberos será el representante legal y el ejecutivo de la dirección, que contará 

con el personal administrativo necesario para tal efecto (art. 1, 6 ,7). Dicha ley entró en vigor un 

mes posterior a la expedición de la Constitución Política de 1979.  

La Ley de Defensa Contra Incendios, desde su expedición y entrada en vigencia, ha sufrido varias 

reformas, que las detallamos a continuación:  

Tabla 1. Ley de defensa contra incendios 

Fecha de reformas Afectación Dada por 

23-oct.-2018 Reformado Ley 0- Registro Oficial Suplemento [2] #353 

26-sep.-2017 Reformado Ley 0- Registro Oficial Suplemento [1] #87  

21-jun.-2017 Reformado Ley 0- Registro Oficial Suplemento [1] #19  

16-ene.-2015 Reformado Ley 0- Registro Oficial Suplemento [3] #418  

09-mar.-2009 Reformado Ley 0- Registro Oficial Suplemento [1] #544  

27-sep.-2004 Reformado Ley 44- Registro Oficial Suplemento [1] #429  

09-jun.-2003 Reformado Ley 6- Registro Oficial #99  

12-jun.-2002 Reformado Ley 73- Registro Oficial Suplemento [1] #595  

23-may.-1996 Reformado Ley 119- Registro Oficial #952  

22-jul.-1992 Reformado Ley 160- Registro Oficial #984  

07-abr.-1981 Reformado Ley 58- Registro Oficial #414  

21-mar.-1980 Reformado Ley 29- Registro Oficial #152  

Fuente: Lexis S.A. (2018)  

Elaboración propia 

La reforma más significativa en pro de fortalecer a los cuerpos de bomberos se produjo en junio de 

2003. Esta tuvo relación directa al conato de incendio ocurrido el 06 de marzo de 2003, en el Con-

greso Nacional, que afectó tres pisos del edificio de la Función Legislativa (El Universo, 6 de marzo 

de 2003, s/n). Dicho suceso conllevó a que el Congreso Nacional de ese entonces reconociese la 

concepción de que los cuerpos de bomberos del Ecuador son entidades sin fines de lucro y de servi-

http://www.silec.com.ec/Webtools/LexisFinder/ImageVisualizer/ImageSearch.aspx?TipoPub=RS&numPub=87&numSup=1&dd=26&mm=9&aa=2017&Pag=2
http://www.silec.com.ec/Webtools/LexisFinder/ImageVisualizer/ImageSearch.aspx?TipoPub=RS&numPub=19&numSup=1&dd=21&mm=6&aa=2017&Pag=3
http://www.silec.com.ec/Webtools/LexisFinder/ImageVisualizer/ImageSearch.aspx?TipoPub=RS&numPub=418&numSup=3&dd=16&mm=1&aa=2015&Pag=3
http://www.silec.com.ec/Webtools/LexisFinder/ImageVisualizer/ImageSearch.aspx?TipoPub=RS&numPub=544&numSup=1&dd=9&mm=3&aa=2009&Pag=2
http://www.silec.com.ec/Webtools/LexisFinder/ImageVisualizer/ImageSearch.aspx?TipoPub=RS&numPub=429&numSup=1&dd=27&mm=9&aa=2004&Pag=1
http://www.silec.com.ec/Webtools/LexisFinder/ImageVisualizer/ImageSearch.aspx?TipoPub=RO&numPub=99&numSup=0&dd=9&mm=6&aa=2003&Pag=2
http://www.silec.com.ec/Webtools/LexisFinder/ImageVisualizer/ImageSearch.aspx?TipoPub=RS&numPub=595&numSup=1&dd=12&mm=6&aa=2002&Pag=1
http://www.silec.com.ec/Webtools/LexisFinder/ImageVisualizer/ImageSearch.aspx?TipoPub=RO&numPub=952&numSup=0&dd=23&mm=5&aa=1996&Pag=1
http://www.silec.com.ec/Webtools/LexisFinder/ImageVisualizer/ImageSearch.aspx?TipoPub=RO&numPub=984&numSup=0&dd=22&mm=7&aa=1992&Pag=1
http://www.silec.com.ec/Webtools/LexisFinder/ImageVisualizer/ImageSearch.aspx?TipoPub=RO&numPub=414&numSup=0&dd=7&mm=4&aa=1981&Pag=1
http://www.silec.com.ec/Webtools/LexisFinder/ImageVisualizer/ImageSearch.aspx?TipoPub=RO&numPub=152&numSup=0&dd=21&mm=3&aa=1980&Pag=1
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cio social, que cumplen con su labor básica de defender a las personas, propiedades contra el fuego, 

socorrer en catástrofes o siniestros y efectuar acciones de salvamento. También se evidenció que 

esta entidad a esa fecha no disponía de un presupuesto que cubriese las mínimas necesidades para 

alcanzar su objetivo social. Asimismo, se identificó que la infraestructura básica de los cuerpos de 

bomberos estaba obsoleta y requería de una adecuada actualización y mantenimiento, que permitie-

se prestar a la sociedad un ágil y eficiente servicio en casos de emergencias en general (Ley Nro. 6 

reformatoria a la Ley de defensa contra incendios, 2003).   

La principal reforma efectuada a la norma estableció que la contribución adicional que pagan los 

usuarios de alumbrado de servicio eléctrico mensual para los cuerpos de bomberos sea distribuida 

en un ―art. 2. 30% para incrementos salariales; 10% para capacitación y entrenamiento; 50% para 

equipamiento; y, 10%, para el seguro de vida y accidentes del personal bomberil‖ (Ley Nro. 6, 

2003, art. 2). Esta asignación estuvo estipulada desde la vigencia de la norma en 1979 a favor de los 

cuerpos de bomberos, sin embargo, no habían sido destinada a fortalecer las capacidades de los 

mismos, deficiencias que quedaron de manifiesto el referido incendio. Así también la reforma dis-

puso la obligatoriedad de contar con el permiso de los cuerpos de bomberos previo cualquier permi-

so municipal en el marco del uso y gestión del suelo (Ley Nro. 6, 2003, art. 2).  

Con la entrada en vigencia de la Constitución de Montecristi 2008, que, a diferencia de las Consti-

tuciones de 1979 y 1998, determinó el régimen de competencias por nivel de gobierno, se estableció 

como competencias exclusivas de los GAD metropolitanos y municipales gestionar los servicios de 

prevención, protección, socorro y extinción de incendios. Si bien es cierto, este servicio, desde la 

derogada Ley Orgánica de Régimen Municipal (Congreso Nacional, 1971) —que tuvo como objeto 

normar el funcionamiento, autonomía, atribuciones, competencias y demás desenvolviendo de los 

municipios, y que fue derogada en el año 2010 por el actual Cootad— estuvo concebido como res-

ponsabilidad del nivel de gobierno metropolitano y municipal, no fue asumido por todos los muni-

cipios del país, como señalamos anteriormente, ya que el modelo de descentralización de la Consti-

tución de 1998 no era obligatorio.  

En cumplimiento con la norma suprema (2008) que determina que el régimen de gobiernos autó-

nomos descentralizados se regirá por la ley correspondiente, en el año 2010 entró en vigencia el 

Código Orgánico de Organización Territorial Autonomía y Descentralización. Su artículo 140, es-

tablece, que en el marco de la gestión de riesgos: 

Art. 140.- (…) las acciones de prevención, reacción, mitigación, reconstrucción y transferencia, para 

enfrentar todas las amenazas de origen natural o antrópico que afecten al cantón se gestionarán de 

manera concurrente y de forma articulada con las políticas y los planes emitidos por el organismo 

nacional responsable, de acuerdo con la Constitución y la ley 
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La gestión de los servicios de prevención, protección, socorro y extinción de incendios, que de 

acuerdo con la Constitución corresponde a los gobiernos autónomos descentralizados municipales, 

se ejercerá con sujeción a la ley que regule la materia. Para tal efecto, los cuerpos de bomberos del 

país serán considerados como entidades adscritas a los gobiernos autónomos descentralizados mu-

nicipales, quienes funcionarán con autonomía administrativa y financiera, presupuestaria y operati-

va, observando la ley especial y normativas vigentes a las que estarán sujetos. (Asamblea Nacional, 

2010, págs. 58- 59) (Cursivas fuera del texto) 

 

En el año 2012, el Consejo Nacional de Competencias, ente técnico del Sistema Nacional de Com-

petencias, reconocido en la Constitución de 2008, inició el proceso de descentralización de las com-

petencias de los diferentes niveles de gobierno. En tiempo y espacio el proceso de descentralización 

de la competencia de: ―[g]estionar los servicios de prevención, protección, socorro y extinción de 

incendios" (art. 264), se efectuó en el año 2014 a favor del nivel de gobierno municipal.  

El CNC emitió la Resolución de Descentralización Nro. 0010-CNC-2014 (CNC, 2014) , que entró 

en vigencia el 10 de enero de 2015, estructurando un modelo de gestión con facultades de rectoría, 

planificación, regulación, gestión y control por nivel de gobierno central, metropolitano y munici-

pal. La Ley de Defensa contra Incendios, en su reforma del 16 de enero de 2015, eliminó la obliga-

toriedad, y volvió facultativa la recaudación por parte de las empresas eléctricas del país de la con-

tribución adicional mensual a los abonados para el servicio de bomberos. Esos rubros eran trasferi-

dos mensual y directamente a los cuerpos de bomberos correspondientes. 

En el mes de febrero de 2015, la Asociación de Municipalidades del Ecuador (AME) elaboró la 

ordenanza tipo para el ejercicio de la competencia de servicios de prevención, protección, socorro y 

extinción de incendios. Este modelo de ordenanza sugería acogerse a un modelo de gestión directa, 

en los términos de lo que establece el artículo 276 del Cootad. Ello conllevó a que la prestación del 

servicio la realicen los municipios a través de su propia institución, mediante la unidad o dependen-

cia prevista en la estructura orgánica que el órgano de gobierno cree para tal propósito. También se 

establece que el Consejo de Administración y Disciplina, como máximo órgano de la Unidad Bom-

beril, sea presidido por el alcalde (Asociación de Municipalidades del Ecuador, 2015). 

Esta ordenanza fue el modelo a seguir para los municipios, quienes ajustarían el texto en el marco 

de su territorio y particularidades. Este instrumento fue pieza fundamental en el conflicto ya que 

conllevó al error a muchos municipios, como el caso de los tres analizados. En otros casos, condujo 

a la decisión de varias autoridades locales a inobservar el cuerpo jurídico vigente, argumentando el 

ejercicio de una competencia exclusiva, en el marco de la autonomía política, administrativa y fi-

nanciera que por nivel de gobierno se les reconoce en la Constitución (art. 239).  
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El GAD Municipal de Centinela del Cóndor expide su ordenanza de asunción de la competencia el 

07 de septiembre de 2016, en cumplimiento al proceso de descentralización, sin embargo, el GAD, 

en el año 2009 habría ya emitido una ordenanza de ―creación, integración y funcionamiento del 

cuerpo de bomberos del Gobierno Municipal de Centinela del Cóndor, Crnl. Antonio Espinoza 

Witt‖ (2017). Esta ordenanza nunca fue aplicada, sin embargo, el texto reconocía la institución del 

cuerpo de bomberos vigente y establecía que este tenía autonomía administrativa, presupuestaria, 

operativa y financiera, teniendo como único responsable de la gestión del talento humano y presu-

puesto, en el marco de las normas vigentes, al primer jefe de cuerpos de bomberos. Esa norma local 

estaba acorde al marco de la ley de la materia. 

Por su parte, el GAD Municipal de El Pangui emite su ordenanza de asunción de la competencia en 

cuestión el 30 de marzo de 2015 (GADM El Pangui, 2015). Mientras que el GAD Municipal Inter-

cultural de Saraguro la expide el 24 de septiembre de 2015, reformándola el 29 de junio de 2016 

(GADM Intercultural de Saraguro, 2015). 

Desde el año 2012 existía un pronunciamiento de la Procuraduría General del Estado, en relación 

con una consulta efectuada por el cuerpo de bomberos del municipio del Distrito Metropolitano de 

Quito. Este, a pesar de estar ya municipalizado antes de la Constitución de 2008, tenía dudas res-

pecto de la aplicación de la nueva Constitución y de lo que establece el Cootad, en su artículo 140, 

para el ejercicio de la competencia objeto de estudio. Deseaba saber cómo se articulaba con esas 

normas la Ley de Defensa Contra Incendios de 1979. Al respecto, la Procuraduría se pronunció de 

la siguiente manera:  

La Ley de Defensa Contra Incendios no ha sido derogada en forma expresa, sin embargo, la compe-

tencia en esa materia ya no corresponde únicamente al Gobierno Central, a través del Ministerio de 

Bienestar Social (hoy Inclusión Económica y Social), en virtud de que se ha asignado a las municipa-

lidades, por el numeral 13 del artículo 264 de la Constitución de la República y la letra m) del artícu-

lo 55 del vigente, COOTAD, dejando vigente en la Ley de Defensa Contra Incendios, las demás 

normas que rigen esa materia. En atención a los términos de su primera consulta se concluye que la 

Ley de Defensa Contra Incendios, es la ley especial a la que en esa materia se remite el inciso tercero 

del artículo 140 del COOTAD (…) El Cuerpo de Bomberos del Distrito Metropolitano de Quito, es 

una entidad autónoma, de conformidad con el inciso tercero del artículo 140 del COOTAD, norma 

que además establece que los cuerpos de bomberos tienen el carácter de entidades adscritas a las mu-

nicipalidades. En consecuencia, sin perjuicio de su autonomía operativa, el Cuerpo de Bomberos, en 

tanto debe actuar adscrito a la Municipalidad, integra la estructura de la Secretaría de Seguridad y 

Gobernabilidad creada por el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito en Resolución A10 de 

31 de marzo del 2011. (Procuraduría General del Estado, 2011, pág. 12) 

 

Cerramos este apartado con la siguiente tabla en la que se presentan las normas que influyeron en la 

afectación al principio de seguridad jurídica:  

Tabla 2.Normas que influyeron en la afectación a la seguridad jurídica 
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Línea de tiempo de las normas que influyeron en la afectación a la seguridad jurídica en el proceso de asunción 

de la competencia de prevención, protección, socorro y extinción y de incendios 

Años 1979 2008 2010 2015 2015 2016 

# y fecha de publi-

cación Registro 

Oficial o expedi-

ción 

815 

19/04/ 

1979 

449 

 28/10/ 2008 

303  

19/10/ 2010 

 413 

10/01/2015 

 

02/2015 

Ordenanza de 

asunción de la 

competencia:  

 

 

Norma expedida 

Ley de 

Defensa 

Contra 

Incendios 

Constitución 

de la Repú-

blica del 

Ecuador  

Código Orgánico 

de Organización 

Territorial Auto-

nomía y Descen-

tralización - 

COOTAD  

Resolu-

ción No 

0010-

CNC-2014  

Ordenanza 

Tipo AME 

1.- Centinela del 

Cóndor de 

07/sept/2016  

2.-El Pangui de 

30/marzo/2015 

3.- Saraguro de 

24/sept/2015 

Fuente: Lexis (2018) 

Elaboración: propia 

 

3. Análisis de la afectación a la seguridad jurídica según el modelo de gestión asumido por 

los GAD municipales de Centinela del Cóndor, El Pangui y Saraguro 

 

El modelo de gestión asumido por el GADM de Centinela del Cóndor, según la ordenanza emitida 

para asumir la competencia luego del proceso de descentralización, fue gestión directa, que en los 

términos definidos por el Cootad es la que realiza cada gobierno autónomo descentralizado a través 

de su propia institución, mediante la unidad o dependencia prevista en la estructura orgánica que el 

órgano de gobierno cree para tal propósito (art. 276). 

Los asuntos más relevantes normados en la ordenanza fueron: transformar el cuerpo de bomberos 

existente en una ―Unidad de Cuerpos de Bomberos‖ que estará a cargo de la Coordinación de servi-

cios públicos dentro de la estructura interna del GADM; otorgar funciones a la Unidad del cuerpo 

de bomberos y al GAD, en el marco de los productos y servicios establecidos en la Resolución 

Nro.0010-CNC-2014; definir que el GADM, a través de la Dirección Administrativa Financiera, 

conjuntamente con la Unidad de Talento Humano, administrará los recursos humanos, económicos 

y materiales de la unidad de cuerpos de bomberos; establecer que el consejo de administración y 

disciplina será presidido por el alcalde; definir que el jefe de cuerpo de bomberos será de libre 

nombramiento y remoción por el alcalde; y, otorgar plazo para el traspaso de los recursos financie-

ros y humanos del cuerpo de bomberos existente hacia el GADM (GADM Centinela del Cóndor, 

2017, pág. 5) 
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Por su parte, el GAD Municipal de El Pangui, en su ordenanza también determina un modelo de 

gestión directa, crea una unidad de servicios de prevención, protección, socorro y extinción de in-

cendios a cargo de un jefe de la unidad de libre nombramiento y remoción diferente al jefe de bom-

beros; y, a diferencia de la ordenada del GAD precedente, éste adscribe al cuerpo de bomberos exis-

tente al municipio, como un órgano de administración municipal eminentemente técnico. La orde-

nanza recoge que los productos y servicios contantes en la resolución de descentralización, emitida 

por el Consejo Nacional de Competencias, son responsabilidad del GADM; reconoce atribuciones 

especificas del cuerpo de bomberos, así como establece que sean ellos quienes manejen sus recursos 

humanos, económicos y materiales, en coordinación y articulación con la legislación del GADM 

municipal; establece la posibilidad de que sus rentas puedan ser administradas por delegación a la 

Dirección Financiera del GADM, en cuentas y registros separados; dispone que el Consejo de Ad-

ministración y Disciplina sea presidido por el alcalde, quien a la vez designará al primer jefe de 

bomberos; y, reconoce el patrimonio del cuerpo de bomberos, sin embargo, la norma local establece 

que el GADM será responsable de administrar y gestionar los recursos económicos de la entidad 

bomberil (GADM El Pangui, 2015, págs. 7-9 ).  

El GAD Municipal Intercultural de Saraguro emite su primera ordenanza de asunción de la compe-

tencia de incendios el 29 de septiembre de 2015, asumiendo el mismo modelo de gestión directa 

que acogieron los dos GADM precedentes. La ordenanza expedida otorga atribuciones al Consejo 

Municipal en materia de gestión integral de riesgos, crea un comité de operación de emergencias e 

instituye una unidad de servicios de prevención, protección, socorro y extinción de incendios; reco-

noce al cuerpo de bomberos existente, pero lo transforma en una unidad de administración munici-

pal eminentemente técnico. En el marco de la Resolución Nro. 0010-CNC-2014, establece que los 

productos y servicios descentralizados son de responsabilidad del GAD Municipal Intercultural de 

Saraguro; otorga funciones a la unidad del cuerpo bomberil; establece que la administración de los 

recursos de la unidad de cuerpo de bomberos se manejará en coordinación y articulación con la 

legislación del GADM; define que el Consejo de Administración y Disciplina, como máximo ór-

gano dentro de la unidad de cuerpo de bomberos, será presidido por el Alcalde; reconoce recursos al 

cuerpo de bomberos como unidad, estableciendo que este ejercerá dominio legal de sus recursos y 

patrimonio hasta la fecha de entrada en vigencia de la ordenanza del Cantón  Saraguro, a partir de la 

cual será el GADM quien administrará los mismos. Así también, determina que el GADM, a través 

de la Dirección Financiera, será el responsable de administrar y gestionar los recursos económicos 

que correspondan a la unidad de cuerpo de bomberos, que se llevará en registros contables y cuen-

tas independientes. Dispone que el personal administrativo del cuerpo de bomberos, en el plazo de 

30 días, entregará al director administrativo y financiero, bajo inventario, los bienes inmuebles 
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equipos archivos, pasivos y patrimonio que posee la institución bomberil (GADM Intercultural de 

Saraguro, 2015, págs. 3, 6-7, 9). 

Pues bien, los tres municipios objeto de estudio acogieron la línea de la ordenanza tipo de la AME. 

Determinaron modelos de gestión directa, pero expresamente inobservaron el artículo 140 del 

Cootad. De los cuerpos de bomberos existentes, solo en el caso de El Pangui fue considerado como 

entidad adscrita al GAD. No se le reconoció autonomía administrativa ni financiera, presupuestaria 

ni operativa ya que pasó a manos del GAD municipal. En los casos de Centinela del Cóndor y Sara-

guro, los cuerpos de bomberos existentes fueron transformados en unidades internas del GAD mu-

nicipal y los recursos, presupuesto y patrimonio pasaron a los GAD municipales: el manejo de los 

recursos en el caso de Saraguro, por delegación de la unidad; y en el caso de Centinela del Cóndor, 

por disposición directa de la ordenanza.  

Además de esto, los tres municipios regularon en sus ordenanzas que el Consejo de Administración 

y Disciplina, que es el máximo organismo dentro de la institucionalidad bomberil, esté presidido 

por el alcalde, siendo quien tenga voto dirimente. Con ello se contradice lo regulado en la Ley de 

Defensa Contra Incendios, que estable que dicho Consejo será presidido por el jefe de cuerpos de 

bomberos (art. 8). Esta circunstancia llevó a que los jefes de cuerpos de bomberos demanden la 

inconstitucionalidad de las ordenanzas municipales en los tres casos. 

En la siguiente tabla se detalla el articulado del texto de la ordenanza tipo emitida por la AME y 

recogido textualmente por los municipios objeto de estudio en sus ordenanzas. El 81% del articula-

do es acogido: 

Tabla 3. Ordenanzas tipo AME- Ordenanzas GAD 

Ordenanza tipo AME Ordenanza 

(07/09/2016) GADM 

Centinela del Cóndor 

Ordenanza 

(30/03/2015) GADM El 

Pangui 

Ordenanza 

(24/09/2015) GADM 

Saraguro 

Artículos recogidos 

textualmente 

1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 

10, 11, 12, 13, 14, 15, 

17, 18, 19, 20, 22, 24, 

25, 26, 27, 28, 29, 30 

1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 

10, 11, 12, 13, 14, 15, 

16, 17, 18, 19, 20, 21, 

22, 23, 24, 25, 26, 27, 

28, 29, 30, 31, 32, 33, 

34, 35 

1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 

10, 11, 12, 13, 14, 15, 

17, 18, 19, 20, 21, 22, 

24, 26, 27, 29, 31, 32, 

34, 36 

Artículos diferentes a 

los establecidos en la 

ordenanza tipo 

16, 21, 23 Todos son iguales 16, 23, 28, 30, 31; y del 

32 al 35 no los recoge 

(se refiere al jefe opera-

tivo y sus funciones) 

Fuente de consulta: Ordenanzas tipo de AME, y ordenanzas expedidas por los GAD municipales 

Elaboración propia 
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En el ámbito de la jerarquía normativa reconocido en la Constitución vigente, en el artículo 425 las 

ordenanzas están muy por debajo de las leyes orgánicas y ordinarias, por lo que no debería haber 

existido conflicto normativo. Sin embargo, el conflicto se dio. La dinámica de los gobiernos locales 

es compleja. El alcalde, como máxima autoridad política y administrativa del GAD, decide en la 

mayoría de las actuaciones y acciones relacionadas a la prestación de los servicios de responsabili-

dad de ese nivel de gobierno. El ejemplo más claro es cómo se maneja una empresa pública munici-

pal, que es la que más se asemejaría a la de entidad adscrita. Estas empresas públicas tienen auto-

nomía administrativa, financiera, presupuestaria y operativa, y no funcionan como una unidad in-

terna del GADM. Esta entidad tiene a la cabeza un gerente que es designado por el directorio, que 

lo preside el alcalde.  

Esta fue la concepción tradicional de gestión que el alcalde asumió para la gestión de los cuerpos de 

bomberos, lo cual posibilitaría mantener el control sobre esa institución. Parece absurdo, pero lo 

citado rompe la concepción esencialmente legalista que acompaña históricamente el nacimiento del 

Estado modero, que establece la supremacía de la ley por encima del derecho consuetudinario 

(Ternavasio, 1991, pág. 11). Nunca estuvo en discusión que la ley especial que rige la materia de 

bomberos fuera la Ley de Defensa Contra Incendios, al contrario, esta definición estuvo clara, y fue 

así expresado en un criterio emitido por la Procuraduría General del Estado y que se citó anterior-

mente. La incongruencia se da en el momento en que la norma de 1979 no fue ajustada, ni armoni-

zada al nuevo marco Constitucional de 2008 y legal del Cootad (2010). Acción que debió haberse 

dado antes de descentralizar la competencia. Queda así identificando el primer obstáculo o error, si 

pudiéramos llamarlo así, que afecta a la seguridad jurídica en el proceso de descentralización de la 

competencia en análisis. 

Adicionalmente, el Cootad (2010), como señalamos anteriormente, únicamente reconoce que los 

gobiernos autónomos descentralizados regional, provincial distrital o cantonal, podrán prestar los 

servicios y ejecutar las obras que son de su competencia en forma directa, por contrato, gestión 

compartida por delegación a otro nivel de gobierno o cogestión con la comunidad y empresas de 

economía mixta (art. 275). Sin embargo, no normó el concepto de entidad adscrita, su funciona-

miento y como serán manejados por los gobiernos locales en el ejercicio de una competencia o pres-

tación de un servicio. Este es el segundo obstáculo para el ejercicio de la seguridad jurídica.  Estas 

dos incongruencias jurídicas han generado inseguridad jurídica, de modo que es posible afirmar que 

no ha existido eficacia de las normas jurídicas ni una visión sistémica y concordada del derecho 

vigente.   
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Como indica Agustín Gordillo (2015), un complemento necesario o indispensable de la descentrali-

zación, para que los entes autónomos descentralizados tengan flexibilidad operativa, es dotarles de 

modernas normas de procedimiento administrativo, pues de lo contrario el ente autónomo tropezará 

sobre sí mismo, atado por un formalismo procedimental que lo llevaría a la esterilidad (pág. 15). 

Esto es lo que ha sucedido en los tres GAD objeto de estudio. 

En la aplicación de las ordenanzas los tres GAD municipales dispusieron arbitrariamente de los 

recursos financieros de los cuerpos de bomberos, los cuales debían cumplir con trámites administra-

tivos internos y externos para el registro de la nueva cuenta en la que se consignaría por parte del 

Banco Central los recursos de los bomberos. El registro de usuario y clave del nuevo administrador 

de los recursos en los tres casos fue el Director Administrativo Financiero del GADM. El disponía 

los pagos a los bomberos. Esto ahondó el conflicto social y generó serios problemas. 

Los retrasos en los pagos fueron de meses, a decir de los jefes de cuerpos de bomberos. En ese 

tiempo se dejaron de consignar los sueldos al personal bomberil, no se proveyó de recursos para el 

suministro de gasolina, el equipamiento y demás urgencias para desempeñar la prestación del servi-

cio a la ciudadanía con eficiencia
3
.  El problema normativo no solo conllevó la vulneración de dere-

cho a la seguridad jurídica sino que producto de su aplicación generó paralelamente vulneración 

sistémica de otros derechos reconocidos en la Constitución  destinados a los trabajadores del cuerpo 

de bomberos y otros derechos conexos que podrían afectar a la familia del trabajador que no percibe 

su remuneración; y, por otra parte, derechos de la población local —considerando las demoras en la 

prestación del servicio de protección y extinción de incendios— :el derecho a la vida digna, el dere-

cho a la integridad personal), el derecho a vivir en un ambiente sano, ecológicamente equilibrado, 

libre de contaminación y en armonía con la naturaleza; de igual manera podrían verse a comprome-

tidos los derechos reconocidos a la. Demás está decir que la garantía de los derechos de la población 

es el más alto deber del Estado en su conjunto. Los GAD municipales no pueden escapar de esta 

responsabilidad. 

Los jefes de los cuerpos de bomberos, como hemos indicado, generaron resistencia a este proceso, e 

incluso el jefe de bomberos de Centinela del Cóndor accionó su derecho a la resistencia, contenido 

en la Constitución.   

Los jefes de los cuerpos de bomberos se encontraban en el punto de haber agotado todas las instan-

cias, tocado todas las puertas de las entidades relacionadas al proceso. Es así que solicitaron ofi-

                                                           
3
 La información que se presenta en este párrafo tiene como fuente las entrevistas realizadas a los alcaldes de 

los GAD de Centinela de El Cóndor, El Pangui y Saraguro. Como anexo al presente documento se presenta la 

guía para la realización de entrevistas mientras que, toda la información recabada —por temas de confidencia-

lidad— permanecen con la autora 
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cialmente al GADM, a través de sus concejales, se reformasen las diferentes ordenanzas tomando 

en cuenta los pronunciamientos y criterios previos emitidos por Procuraduría General del Estado, 

sin obtener resultado alguno. Así, acudieron a su última opción a fin de hacer prevalecer el ejercicio 

de sus derechos que estaban siendo vulnerados, a su juicio. Decidieron demandar la inconstituciona-

lidad de las ordenanzas municipales, conforme a lo establecido en el artículo 404 del Cootad, para 

que fuese el máximo organismo de control constitucional quien se pronuncie y realice el control 

constitucional de dichas ordenanzas, y así dar fin a este conflicto.   

Las ordenanzas municipales de los tres GAD objeto de estudio fueron demandadas por inconstitu-

cionalidad ante la Corte Constitucional del Ecuador. Los legitimados activos en los tres casos fue-

ron los jefes de cuerpos de bomberos de esos cantones. 

Al ser las tres ordenanzas municipales estructuradas bajo un mismo molde (ordenanza tipo de 

AME), los artículos demandados en los tres casos fueron similares. Según la demanda de inconsti-

tucionalidad planteada a la ordenanza del GADM de Centinela del Cóndor, las normas impugnadas 

vulnerarían las disposiciones constitucionales consagradas en los artículos 82, 84, 120, 226, 425 y 

426 de la Constitución vigente. En la ordenanza de El Pangui, según la demanda planteada, las 

normas impugnadas vulnerarían las disposiciones constitucionales consagradas en los artículos 

82,84, 120, 226, 327, 424, 425 y 426. Mientras que, en el caso de la ordenanza del GADM Intercul-

tural de Saraguro esta vulneraría las disposiciones constitucionales consagradas en los artículos 84, 

120, 226, 424, 425 y 426.  

Los argumentos al plantear la demanda son similares, manifestando que las ordenanzas contradicen 

normas expresas, prexistentes, y en todos los casos es el derecho a la seguridad jurídica el vulnera-

do, en el marco de la inobservancia visible de la Constitución (2008), el Cootad (2010) y ley de la 

materia (1979).  

A juicio de los jefes de los cuerpos de bomberos, la violación se daba además por no reconocer la 

existencia de una institución como el cuerpo de bomberos, y no adscribirla al GADM como entidad 

con autonomía administrativa y financiera, presupuestaria y operativa. Asimismo, se reclama la 

inobservancia de la Ley de Defensa Contra Incendios (1979), en el marco de la conformación del 

Comité de Administración y Disciplina; así como el reconocimiento de los jefes de bomberos como 

los representantes legales. Se cuestiona que el Consejo de Administración y Disciplina sea presidido 

por el alcalde, cuando la norma citada expresamente indica que lo presidirá el jefe de bomberos y 

que el manejo de los recursos quede en manos de los GADM. La demanda del GAD de Centinela y 

Saraguro han sido admitidas sin embargo aún no se ha pronunciado la Corte Constitucional.  
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Para el caso de la demanda de inconstitucionalidad de la ordenanza de El Pangui, la Corte ya se 

pronunció, y declaró la inconstitucionalidad de 5 artículos:  

 Artículo.23, sobre la autonomía administrativa. Considerando que conforme está estableci-

da la norma, impide que la institución bomberil administre sus recursos humanos, económi-

co y materiales por sí mismos y con sus propias normas, vulnerándose la autonomía;  

 Artículo.24, sobre la estructura administrativa. Al respecto la Corte reconoce que el cuerpo 

de bomberos es una institución organizada, jerarquizada y disciplinada, que para el cum-

plimiento de su misión requiere un mando superior que se designe de entre sus miembros, 

existiendo entre ellos el compromiso individual de aportar al compromiso institucional; es-

tablece que el Consejo de Administración y Disciplina estará presidido por el Jefe o Jefa de 

la Unidad de Incendios del Cuerpo de Bomberos del Cantón "El Pangui", no por el Alcalde.  

 Artículo 25, sobre la estructura del Consejo de Administración y Disciplina. Al respecto, 

expresa que esta norma afecta la autonomía administrativa del cuerpo de bomberos. La má-

xima autoridad del referido cuerpo bomberil es quien preside el mismo ya que es quien 

también tiene la potestad, credibilidad de sus miembros y de la institución como tal; por lo 

que determina que en ese artículo se eliminen todas las frases donde se incluya al alcalde y 

ese término sea sustituido por el jefe de cuerpos de bomberos. Referente a la jefatura, la or-

denanza demandada contemplaba que el jefe de cuerpos de bomberos debería cumplir las 

políticas, directrices y resoluciones emanadas del Consejo de Administración y Disciplina 

liderado por el alcalde. La Corte señala nuevamente que se violenta la autonomía ya que 

son entes autónomos que deben observar la ley especial de la materia, de tal forma que eli-

minan la frase que determina que el jefe de bomberos obedecerá las directrices del alcalde. 

 Artículo 30, sobre el nivel operativo El nivel operativo es también observado y declarado 

inconstitucional, ya que la Corte cuestiona que la gestión desplegada por el nivel operativo 

del cuerpo de bomberos del referido Cantón esté regulada únicamente por la ordenanza im-

pugnada y por la normativa interna del Gobierno Autónomo Descentralizado de dicho can-

tón. Esto más bien resultaría normativa supletoria, siendo la normativa que rige a los cuer-

pos de bomberos aquella comprendida en la Ley de Defensa Contra Incendios, su reglamen-

to, el COOTAD, y, conforme a lo expuesto supra, el Código Orgánico de las Entidades de 

Seguridad Ciudadana y Orden Público, en ese orden normativo.  
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Conclusión 

 

Las ordenanzas de los GAD municipales de Centinela del Cóndor, El Pangui y Saraguro referidas a 

la asunción de la competencia de servicio de prevención, protección, socorro y extinción de incen-

dios inobservaron la Constitución de forma expresa y directa; habiendo vulnerado el derecho a la 

seguridad jurídica. Este hecho fue ratificado por la Corte Constitucional en su análisis de control de 

legalidad de la ordenanza de GADM del El Pangui. A pesar de este precedente jurídico, el GAD 

municipal intercultural de Saraguro no ha ajustado su ordenanza; mientras que el GADM de Centi-

nela del Cóndor procedió a realizar una reforma para ajustarse al marco de lo establecido en el 

Cootad (2010) y la Ley de Defensa Contra Incendios (1979). La vulneración al derecho a la seguri-

dad jurídica conllevó  las vulneraciones sistémicas de otros derechos fundamentales tanto del per-

sonal bomberil como de la población de los tres cantones (desde el derecho de los trabajadores del 

cuerpo de bomberos a recibir un salario digno de manera oportuna hasta una eventual afectación a 

la integridad de los habitantes del sector que podrían verse afectados en caso de presentarse un in-

cendio), en el marco de la aplicación de la ordenanza por parte de los GADM.  

En el proceso de descentralización no se generaron las condiciones adecuadas para que la compe-

tencia sea asumida sin problemas ni conflictos. Con el fin de llevar adelante un proceso de carácter 

armónico, debieron haberse observado las particularidades de cada caso con una visión integral 

previa a descentralizar. En lo referente al rol del Consejo Nacional de Competencias, es posible 

afirmar que en el análisis técnico ejecutado por la institución no se consideró la importancia de que 

el marco normativo esté articulado y armonizado, sobre todo la resolución de descentralización que 

contiene un marco amplio de productos y servicios, que debieron ser acogidos tomando en cuenta 

cada particularidad de los municipios y las diferencias en sus capacidades técnicas. El proceso téc-

nico previo efectuado por el CNC no fue suficiente, ya que contar con los informes de la capacidad 

operativa de los municipios para descentralizar la competencia no aseguró el éxito en el proceso de 

asunción. Por otra parte, el papel que jugó la Asociación de Municipalidades del Ecuador fue con-

traproducente debido a que en lugar de fortalecer la capacidad instalada de los GAD y dar las he-

rramientas necesarias para ello, conllevó al error a los tres municipios; al punto de que es posible 

afirmar que fue clave en la generación del problema. La capacidad jurídica en los tres municipios 

producto de la investigación es deficiente, ya que no ha existido un aporte suficiente para realizar la 

correspondiente adecuación legal de sus ordenanzas.   

Conviene señalar que no existió una resolución en tiempo oportuno de los conflictos, ni interven-

ción de terceros imparciales, lo que afectó el derecho a la seguridad jurídica. Finalmente, el conflic-

to normativo limitó la plena prestación del servicio y no permitió que el proceso de descentraliza-
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ción se consolide a la fecha, lo que a su vez conllevó a que los GADM estén limitados en ejercer su 

competencia exclusiva.  

Es imprescindible que el cuerpo normativo, así como la institucionalidad y las políticas públicas 

que se diseñen se enmarquen en los mandatos constitucionales, con miras a promover un escenario 

de irrestricto respecto a la seguridad jurídica y afianzamiento de la democracia. Es necesario conso-

lidar la descentralización como política de Estado, en el marco de la concepción del Estado ecuato-

riano definida en el artículo 1 de la Constitución, en el que se establece que la forma de gobierno 

será descentralizada. Eso implica que todas aquellas entidades del sector público estén alineadas a 

esta política, con la obligación de cumplir la Constitución y velar por la no vulneración de los dere-

chos reconocidos en la misma.  

En el desarrollo del proceso de descentralización es ineludible que se consideren las diferencias 

económicas, políticas, sociales y culturales existentes en el territorio, de manera que la política pú-

blica a implementar sea pertinente. De manera particular, en cuanto a la descentralización de la 

competencia de prestación del servicio de prevención, protección, socorro y extinción de incendios 

resulta indispensable que se busquen alternativas para la resolución de los conflictos identificados, 

con el fin último de garantizar la continuidad de la prestación del servicio a la población local. 
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Anexos 

Anexo 1.- Guía para la realización de entrevistas a profundidad 

Contexto: El contenido de la presente entrevista se enmarca en el Plan para acceder a la titulación 

de Máster en Derecho con mención estudios judiciales. 

Objetivo: Recabar información primaria que brinde insumos para la elaboración del artículo titula-

do ―El derecho de seguridad jurídica y principio de legalidad en las ordenanzas municipales para 

gestionar los servicios de prevención, protección, socorro y extinción de incendios: GAD Centinela 

del Cóndor y Saraguro‖ 

Dirigida a: Alcaldes de los GAD Municipales de Centinela del Cóndor y Saraguro. 

Desarrollo: 

1. Antecedentes: 

a. Conoce usted de qué manera se originó del Cuerpo de Bomberos en su GAD 

b. Conoce usted cómo se administraba el Cuerpo de Bomberos en sus orígenes (de 

manera privada, con alguna relación con las autoridades de la localidad) 

2. Identificación de la problemática 

a. Conoce usted cuál es la situación actual de la administración del Cuerpo de Bombe-

ros 

b. Podría identificar la existencia de algún tipo de conflicto en la administración del 

Cuerpo de Bomberos con otros actores (instituciones públicas o privadas, incluido 

el GAD Municipal) y a lo largo del tiempo 

c. De qué manera puede definir la relación existente entre el Cuerpo de Bomberos y el 

GAD Municipal.  

d. Ha existido alguno de los siguientes conflictos entre el Cuerpo de Bomberos y el 

GAD Municipal: (Describa cada uno) 

i. Ejercicio de las competencias, 

ii. En el manejo de los recursos, 

iii. En la administración del Talento Humano, 

iv. De carácter técnico, 

v. Otros (mencione) 

e. De existir, conoce si el o los conflictos existentes se han elevado a instancias judi-

ciales. De ser así, conoce el estado de los procesos 

f. De existir, cuáles son las posibles consecuencias del conflicto identificado entre el 

Cuerpo de Bomberos y el GAD Municipal.  
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i. ¿Considera que existen derechos de la población que sean vulnerados? 

g. Como máxima autoridad del GAD Municipal, cuáles son sus principales preocupa-

ciones frente a este(os) conflicto(s). 

Se pueden mencionar nuevamente en el marco de los posibles tipos de conflictos: 

i. Ejercicio de las competencias, 

ii. En el manejo de los recursos, 

iii. En la administración del Talento Humano, 

iv. De carácter técnico, 

v. Otros (mencione) 

h. Considera usted que el tipo de relación existente entre el Cuerpo de Bomberos y el 

GAD Municipal afecta su administración en términos políticos 

i. Conoce usted cuál es la opinión de la ciudadanía local sobre la relación existente 

entre el Cuerpo de Bomberos y el GAD Municipal 

j. Podría realizar alguna propuesta de solución al conflicto(s) identificado(s) 
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Anexo 2.- Guía para la realización de entrevistas a profundidad 

Contexto: El contenido de la presente entrevista se enmarca en el Plan para acceder a la titulación 

de Máster en Derecho con mención estudios judiciales. 

Objetivo: Recabar información primaria que brinde insumos para la elaboración del artículo titula-

do ―El derecho de seguridad jurídica y principio de legalidad en las ordenanzas municipales para 

gestionar los servicios de prevención, protección, socorro y extinción de incendios: GAD Centinela 

del Cóndor, El Panguí y Saraguro‖ 

Dirigida a: Jefes de los Cuerpos de Bomberos de los GAD Centinela del Cóndor, El Panguí y Sara-

guro. 

Desarrollo: 

1. Antecedentes: 

a. Podría describir brevemente el origen del Cuerpo de Bomberos en su GAD 

b. Conoce usted cómo se administraba el Cuerpo de Bomberos en sus orígenes (de 

manera privada, con alguna relación con las autoridades de la localidad) 

c. Cómo está conformado el Cuerpo de Bomberos (número de personal técnico y ad-

ministrativo, dirigencia) 

2. Identificación de la problemática 

a. Podría describir la situación actual de la administración del Cuerpo de Bomberos 

b. Podría identificar la existencia de algún tipo de conflicto en la administración del 

Cuerpo de Bomberos al interior 

c. Podría identificar la existencia de algún tipo de conflicto en la administración del 

Cuerpo de Bomberos con otros actores (instituciones públicas o privadas) y a lo 

largo del tiempo 

d. De qué manera puede definir la relación existente entre el Cuerpo de Bomberos y el 

GAD Municipal.  

e. Ha existido alguno de los siguientes conflictos entre el Cuerpo de Bomberos y el 

GAD Municipal: (Describa cada uno) 

i. Ejercicio de las competencias, 

ii. En el manejo de los recursos, 

iii. En la administración del Talento Humano, 

iv. De carácter técnico, 

v. Otros (mencione) 
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f. De existir, conoce si el o los conflictos existentes se han elevado a instancias judi-

ciales. De ser así, conoce el estado de los procesos 

g. De existir, cuáles son las posibles consecuencias del conflicto identificado entre el 

Cuerpo de Bomberos y el GAD Municipal.  

i. ¿Considera que existen derechos de la población que sean vulnerados? 

h. Conoce usted cuál es la opinión de la ciudadanía local sobre la relación existente 

entre el Cuerpo de Bomberos y el GAD Municipal 

i. Podría realizar alguna propuesta de solución al conflicto(s) identificado(s) 

 

 

 


